PÁGINA  

PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo se sirva informar sobre los siguiente puntos:

1) Si tiene conocimiento del puntual cumplimiento, por parte de las Municipalidades y Comunas, con el Fondo de Asistencia Educativa (F.A.E.);

2) En su caso, si puede informar de la situación al 1º de marzo de 2007, de cada uno de los Municipios y Comunas, con el Fondo de Asistencia Educativa (F.A.E.);

3) Si puede acompañar en detalle el estado acreedor – deudor de cada Municipalidad y Comuna al 1º de marzo de 2007;

4) Si tiene conocimiento de la existencia de reclamaciones administrativas o judiciales en trámite que tengan por reclamados o demandados a Municipios o Comunas, por incumplimiento de los aportes al Fondo de Asistencia Educativa (F.A.E.);

5) Si la Provincia ha procedido a la retención de fondos coparticipables a Municipios y Comunas por incumplimiento de éstos al Fondo de Asistencia Educativa (F.A.E.). En su caso, detalle los casos en que ello ocurrió.

FUNDAMENTOS:

Señor Presidente:


El Fondo de Asistencia Educativa (F.A.E.) es una institución de onda raigambre histórica en nuestra Provincia. El F.A.E. y la Cooperación Escolar constituyen referencias insoslayables de nuestro sistema institucional educativo. Quizás no exista otro Estado Provincial que pueda exhibir tan rica tradición en esta materia.-


El Fondo de Asistencia Educativa (F.A.E.) está reglado por el Decreto Acuerdo Nº 5.085/68 y sus modificatorios y por la Ley Nº 11.999/2001. Sobre estos textos legales ya volveremos.-


Las normas citadas crean en las Municipalidades y Comunas de la Provincia el Fondo de Asistencia Educativa, que tiene por finalidad asegurar el mantenimiento, ampliación y construcción de los edificios escolares de propiedad estatal y cuya ejecución no esté directamente a cargo de la Provincia; así como el mantenimiento de los edificios de propiedad privada, arrendadas por el Estado. La administración de los recursos del fondo están a cargo de una comisión integrada por representantes del Municipio o Comuna, de las direcciones escolares y de los cooperadores.-


El Decreto Acuerdo 5.085/68 y sus modificatorios refiere ala integración del fondo conforme a normas contenidas en las leyes orgánicas de Municipios –Ley 2.756 y modificatorias– y de Comunas –Ley 2.439 y modificatorias–; con más los aportes que estos Estados menores incorporen en sus presupuestos anuales y con los aportes de la Provincia, que el Decreto Acuerdo 5.085/68 tasaba en un 20% del monto total invertido en obras en el ejercicio inmediato anterior. Esta “integración” del Fondo ha sido variada sustancialmente a partir de la sanción de la Ley 11.999. sobre esta ley y su dudosa contitucionalidad diremos algo más.-


El Fondo de Asistencia Educativa (F.A.E.) tuvo siempre dos fuentes de recursos principales: recursos provenientes de los Municipios y Comunas y recursos provenientes de la Provincia. Si bien la prestación del servicio –o de la función educativa, como preferimos decir nosotros– es de competencia de la Provincia, ¿por qué se impone parte de su sostenimiento a los Municipios y Comunas? Este tema fue motivo de debate en la causa: “Federación de Cooperadoras Escolares del Departamento Rosario c/ Gobierno de la Provincia de Santa Fe recurso Contencioso Administrativo Sumario Ley 10.000 s/ Recurso de Inconstitucionalidad”, resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Provincia y tramitado por Expte. Nro. 176 del Año 1989 (Autos y Sentencias T. 90 Ps. 40/91).-


Como allí se dijo, la Constitución de la Provincia de 1872 estableció que la Legislatura proveerá al establecimiento de un sistema de escuelas comunes, “sin perjuicio de las que cada Municipalidad habrá de establecer en su Municipio, costeadas por su propio tesoro” (Art. 132). Esta disposición se mantuvo en la Constitución de 1883.-


Es en la Constitución de 1890 que se modifica esta norma y es entonces que se impone expresamente una contribución municipal para destinar a la educación pública (Art. 136). En esa oportunidad, se dijo que al suprimirse la facultad – deber de los Municipios para costear escuelas, esto resultaba beneficioso en aras a la unificación – provincialización de la enseñanza pública, “dándosele una orientación única para que se le imprimiese dirección oportuna y sabia”. Pero al asumir esa función el Estado Provincial era comprensible que los estados menores contribuyesen con parte de sus rentas.-


Desobligadas las Municipalidades del sostenimiento de las escuelas locales, se estimó equitativo que tales estados contribuyeran a la formación del fondo escolar con sus rentas. Por eso se estableció en la misma Constitución de 1890 que: “Cada Municipalidad destinará del diez al veinte por ciento de sus rentas anuales, según lo determine la Ley Orgánica, para la formación del Fondo escolar” (Art. 132, inc. 5º). La Constitución de 1900 mantuvo esta disposición con alguna reforma. Prescribió el Artículo 131, inc. 13º: “Cada Municipalidad destinará del 10% al 20% de sus rentas anuales para la formación del fondo escolar, debiendo lo que exceda del 10% ser destinado a la construcción de edificios escolares en la respectiva localidad”. En el Artículo 136 preveía “lo destinado de las rentas municipales” para integrar un fondo común destinado a la educación pública. En el Artículo 137 regulaba la potestad legislativa de establecer las contribuciones y rentas propias de la educación; potestad que se mantiene en al Constitución de 1949 (Art. 114).-


Es recién en la Constitución de 1962, cuando ya se había producido el proceso de transferencia de los servicios educativos municipales y comunales a la Provincia, que pone en cabeza de la Provincia destinar “recursos suficientes para el sostenimiento, difusión y mejoramiento de los establecimientos educativos del Estado” (Art. 113).-


Es decir que la contribución de los Municipios y Comunas al fondo de la educación tiene entre nosotros una rica tradición. Y si bien la Constitución no nata de 1921 –que rigió en la Provincia entre 1932 y 1935–, y la vigente sancionada en 1962, no contienen normas específicas sobre esta obligación municipal, es de destacar que para entonces estaban vigentes leyes orgánicas municipales y comunales que así lo preveían. La Ley Nº 1.053, de constitución de las Municipalidades, del año 1900, en su Art. 10 prescribía: “Cada Municipalidad destinará el diez por ciento de sus rentas anuales para la formación del fondo escolar, debiendo ser aplicada a la construcción de edificios escolares en la respectiva localidad, lo que exceda del diez por ciento”.


La Ley 2.147/1927, Ley Orgánica de Municipalidades, en sus Arts. 10, 11 y 12, establecía que cada Municipalidad destinará el diez por ciento de sus rentas anuales para la formación del fondo escolar. A dicho fin debían depositar quincenalmente en un banco oficial y a la orden del Consejo de Educación el importe correspondiente. Por rentas municipales se entendía “todos los ingresos por impuestos, tasas o contribución, patentes o sisas, con excepción de las correspondientes al alumbrado, barrido, riego, limpieza, nomenclatura, servicios hospitalarios, desinfecciones y rodados”. También se establecía que “del porcentaje que por concepto de contribución directa y patentes debe entregar a las Municipalidades el Gobierno de la Provincia podrá retener el diez por ciento” para entregarlo al Consejo de Educación. A esta Ley la sucedieron las Leyes 2.273, la 2.315, y la 2.599 entre otras, hasta llegar a la Ley 2.756 que, con modificaciones, todavía nos rige.


La Ley 2.439, en su Art. 61 prevé una norma equivalente.


La Ley 2.756, sancionada en el año 1939, mantuvo disposiciones similares en sus Arts. 13 y 14. Y es la Ley 11.999, sancionada en pleno período de emergencia económica y de crisis nacional, sobre fines del año 2001, cuando el Presidente de los argentinos abandonaba su cargo y huía en helicóptero, la que altera este régimen más que centenario. El Poder Ejecutivo, mediante el Decreto 3.720 del 19 de diciembre de 2001, veta parcialmente el texto de la Ley 11.999 y propone “enmiendas” al texto legislativo, “enmiendas” que fueron vetadas por el Congreso local. Conforme al nuevo texto se suprime la “responsabilidad personal del Intendente por incumplimiento del deber de destinar el diez por ciento como mínimo de sus rentas anuales al fondo de asistencia educativa” (Art. 13, Ley 2.756) y permite “sustituir” los porcentajes previstos en los Artículos 13 y 14 de la Ley 2.756 y en el Art. 61 de la Ley 2.439, en “hasta un cincuenta por ciento” por “aportes no dinerarios”. Asimismo, respecto de lo establecido en el inciso c) del Art. 2 del Decreto – Acuerdo Nº 5.085/68 –aportes de la Provincia–, permite computar como monto integrativo del referido aporte las inversiones efectuadas en el año inmediato anterior con recursos del tesoro, los provenientes de la Ley 10.520, así como los obtenidos por programas de financiamiento educativo, lo invertido a través del Ministerio de Obras y Servicios Públicos, los subsidios de la Gobernación y del Fondo de Emergencia Social Conurbano, Ley Nacional 24.744, así como toda otra inversión que realice la Provincia para mantenimiento, ampliación y construcción de edificios escolares y equipamiento de los mismos.


Esta normas dictada durante una de las emergencia más difíciles de nuestra historia, que debió ser una “norma de emergencia” y por un tiempo limitado –mientras dure la situación extraordinaria– lo fue con carácter permanente. Esta es su debilidad institucional y es hora de repensarla y volver a la normalidad. Dijimos también que la Ley Nº 11.999 es de dudosa constitucionalidad por su contenido y el trámite dado al “veto” parcial del Poder Ejecutivo. Habrá que analizar si se ajusta a la Constitución Provincial la “enmienda” al Artículo 2 de la ley sancionada por la Legislatura; así como la pretensión de afectar fondos específicos, con distinta asignación presupuestaria, al pago del aporte de la Provincia al F.A.E.; y, por fin, si no lesiona “derechos adquiridos” la modificación retroactiva la composición del aporte debido por la Provincia al F.A.E. También cabría analizar si se trató de un “veto con enmiendas” o de un proyecto de ley distinto, que debió merecer un tratamiento legislativo propio a cualquier proyecto de ley. Adviértase que la “enmienda” incorpora materia ajena a la Ley 11.999 sancionada por la Legislatura e incursiona en materia hasta entonces contemplada en el Decreto Acuerdo 5.085/68.


Mediante este pedido de informes pretendemos recabar datos suficientes para proyectar una nueva legislación en la materia, que de seguridad jurídica al funcionamiento de esta institución centenaria y jerarquice la participación de los cooperadores escolares. Es bueno decir que los cooperadores escolares, a través de sus Federaciones Departamentales, han elaborado un proyecto tentativo en este sentido.-


Por todo lo expuesto descuento el apoyo de mis colegas a esta iniciativa.-  

